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PRESENTACIÓN DE LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS SOBRE LA RESOLUCIÓN AG/RES. 1930 (XXXIII-O/03), “PREVENCIÓN DEL RACISMO Y DE TODA FORMA DE DISCRIMINACIÓN E INTOLERANCIA Y CONSIDERACIÓN DE LA ELABORACIÓN DE UN PROYECTO DE CONVENCIÓN INTERAMERICANA”

(Para la consideración de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos)
PRESENTACIÓN DE LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS SOBRE LA RESOLUCIÓN AG/RES. 1930 (XXXIII-O/03), “PREVENCIÓN DEL RACISMO Y DE TODA FORMA DE DISCRIMINACIÓN E INTOLERANCIA Y CONSIDERACIÓN DE LA ELABORACIÓN DE UN PROYECTO DE CONVENCIÓN INTERAMERICANA”

(Para la consideración de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos)

La Comisión Interamericana de Derechos Humanos desea felicitar una vez más a los representantes de los Estados miembros por avanzar decididamente en la consideración de un tema de crucial importancia como es el combate efectivo en contra de la exclusión social y la marginación, particularmente en lo que se refiere a la cuestión racial.  La promoción de la igualdad y la eliminación del racismo, la discriminación, la xenofobia y la intolerancia son esenciales para la realización de los derechos humanos y para la consolidación del Estado de Derecho y la democracia en el Hemisferio.  Como claramente lo establece la Carta Democrática Interamericana en su artículo 9, “la eliminación de toda forma de discriminación, especialmente la discriminación de género, étnica y racial, y de las diversas formas de intolerancia, así como la promoción y protección de los derechos humanos de los pueblos indígenas y los migrantes y el respeto a la diversidad étnica, cultural y religiosa en las Américas, contribuyen al fortalecimiento de la democracia y la participación ciudadana”.

La Resolución AG/RES. 1930 (XXXIII-O/03), “Prevención del Racismo y de toda forma de discriminación e intolerancia y consideración de la elaboración de un proyecto de convención interamericana” mediante su artículo 3 decidió:
Solicitar a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos que prepare un estudio sobre las legislaciones de los Estados miembros de la Organización de los Estados Americanos que rigen la adopción de políticas de promoción de la igualdad o de medidas antidiscriminatorias positivas.  Estas políticas deben ser concebidas de conformidad con lo dispuesto en el artículo 1.4 de la Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial, adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 21 de diciembre de 1965: 

“Las medidas especiales adoptadas con el fin exclusivo de asegurar el adecuado progreso de ciertos grupos raciales o étnicos o de ciertas personas que requieran la protección que pueda ser necesaria con objeto de garantizarles, en condiciones de igualdad, el disfrute o ejercicio de los derechos humanos y de las libertades fundamentales no se considerarán como medidas de discriminación racial, siempre que no conduzcan, como consecuencia, al mantenimiento de derechos distintos para los diferentes grupos raciales y que no se mantengan en vigor después de alcanzados los objetivos para los cuales se tomaron”.
Aunque las constituciones de los Estados miembros de la OEA garantizan a todos sus habitantes el goce de sus derechos en igualdad de condiciones sin discriminaciones motivadas entre otros supuestos en la raza, la discriminación de hecho continúa restringiendo la capacidad de personas pertenecientes a grupos o minorías raciales para ejercer un conjunto de derechos fundamentales.

El principio de no discriminación, como recientemente lo reafirmó la Corte Interamericana de Derechos Humanos en su última opinión consultiva, es uno de los pilares de cualquier sistema democrático, una base fundamental del sistema de la OEA y es uno de los principios centrales de la protección de los derechos humanos.  Debe recordarse que el artículo 3(l) de la Carta de la Organización establece, como principio básico, que: "Los Estados Americanos proclaman los derechos fundamentales de la persona humana sin hacer distinción de raza, nacionalidad, credo o sexo".  Los principios de no discriminación y de igual protección de la ley sirven, a su vez, como bases fundamentales de los principales instrumentos normativos, la Convención Americana sobre Derechos Humanos y la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre.  El artículo 1 de la Convención Americana establece la obligación de los Estados Partes de respetar y garantizar todos los derechos y libertades reconocidos en el tratado sin discriminación por razones de raza entre otras.  Entre los derechos protegidos está el derecho de igual protección de la ley y ante la ley, consagrado en el artículo 24.  La Declaración Americana dispone, en el artículo II, que "[t]odas las personas son iguales ante la Ley y tienen los derechos y deberes consagrados en esta Declaración sin distinción de raza [entre otros]". 

La jurisprudencia y práctica internacional ha elevado este principio de no-discriminación por motivos raciales a un status especial dentro del derecho internacional. Así la Corte Internacional de Justicia indicó que la prohibición de la discriminación racial constituía una obligación erga omnes.
/  Un año después el mismo Tribunal señalaría que utilizar "distinciones, exclusiones, restricciones y limitaciones exclusivamente basadas en motivos de raza, color, descendencia u origen nacional o étnico que constituyen una denegación de derechos humanos fundamentales es una flagrante violación de los propósitos y principios de la Carta" de las Naciones Unidas.
/.  El carácter de normas erga omnes o ius cogens de la prohibición de la discriminación racial y prácticas relacionadas demuestra por su carácter perentorio que "estas reglas fundamentales deben ser observadas por todos los Estados hayan o no ratificado las convenciones que las contienen, ya que constituyen principios intransigibles del derecho internacional consuetudinario".
/ 

Los objetivos del sistema regional de derechos humanos y el principio de eficacia exigen que estas garantías sean puestas en práctica.  De esta manera, las garantías no deben ser meramente retóricas o formales; los instrumentos internacionales exigen que se ejecute y haga valer esas garantías.  Todo ello, en el entendido que la acción de protección, en el ámbito del derecho internacional de los derechos humanos, no busca regir las relaciones entre iguales, sino proteger los ostensiblemente más débiles y vulnerables.
/
La Comisión está consciente de que, pese a algunos esfuerzos de la comunidad internacional y de los gobiernos, el flagelo del racismo y de la discriminación racial sigue siendo fuente de violaciones de los derechos humanos.  Es evidente cómo la discriminación conlleva a toda una serie de desventajas y situaciones de violencia, que para el caso del individuo puede concretarse en una tragedia personal, para un grupo puede tener el efecto de la marginación, y para una nación puede significar un impedimento para superar la pobreza, al mismo tiempo, que incide negativamente en la efectividad de las instituciones democráticas.

Concretamente, el racismo y la discriminación racial menoscaban el Estado de Derecho y entorpece el proceso de desarrollo de los países del Hemisferio.  Por ello, reconocer su presencia y confrontar su origen, es una batalla que debe ser librada por todos los medios idóneos y es por eso, que en el sistema regional deben adoptarse medidas prácticas, eficaces e innovadoras para la protección de los derechos humanos de quienes sufren de cualquiera de las formas de discriminación.  

Aunque la existencia de una igualdad formal de derecho es un requisito previo fundamental para superar la discriminación, ésta no se traduce necesariamente en una igualdad en la práctica.  Por el contrario, mientras las constituciones de nuestra región garantizan la igualdad racial, personas pertenecientes a grupos étnicos o raciales continúan recibiendo tratos discriminatorios.  La Conferencia Regional de las Américas, preparatoria de la Conferencia Mundial contra el Racismo reafirmó la conciencia de nuestros Gobiernos de que el racismo, la discriminación racial, la xenofobia y la intolerancia “todavía persisten en las Américas, a pesar de los esfuerzos realizados por los Estados de la región, y continúan siendo causa de sufrimientos, desventajas y violencia, así como de otras violaciones graves de los derechos humanos, [por lo] que deben ser combatidos por todos los medios disponibles como asunto de la máxima prioridad”.
/ América Latina y el Caribe son la región más desigual en el mundo desde el punto de vista de distribución de la riqueza.
/
En consecuencia, los instrumentos adoptados tanto a nivel regional como universal requieren de la adopción de medidas especiales, cuando sea necesario, para promover la igualdad real. El objetivo de dichas medidas es brindar una igualdad efectiva.  Como se indicó anteriormente, se debe hacer efectivas las obligaciones regionales e internacionales de los Estados en materia de derechos humanos a nivel nacional a través de la legislación y la práctica internas.  En consecuencia, en los casos en que la discriminación de derecho o de hecho restringe el pleno ejercicio por parte de personas pertenecientes a grupos o minorías étnicas o raciales se debe responder a esas situaciones con acciones concretas.  Una de las formas concretas en que se puede cumplir con el deber de respetar y garantizar la igualdad es a través de la adopción de medidas de acción afirmativa, medidas especiales como lo menciona el artículo 1.4 de la Convención Internacional para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial o políticas de promoción de la igualdad o de medidas antidiscriminatorias positivas a las que hace referencia la Resolución /RES. 1930 (XXXIII-O/03).
La manera en que se persigue y lleva a cabo este objetivo de promover la igualdad es, en primera instancia, necesariamente una función de la legislación y la formulación de políticas a nivel nacional y está integralmente relacionada con la situación y la historia específicas del país.  Por eso la resolución acertadamente llama a la CIDH a estudiar las legislaciones nacionales en la materia adoptadas por los Estados miembros de la OEA. 
Dicha resolución está en consonancia con el Programa de Acción de la Tercera Conferencia Mundial contra el Racismo, la Discriminación Racial, la Xenofobia y Formas Conexas de Intolerancia que reconoció que la lucha contra la discriminación racial es una responsabilidad primordial de los Estados.  Por consiguiente, alentó a los Estados a elaborar o desarrollar planes de acción nacional para promover la diversidad, la igualdad, la equidad, la justicia social, la igualdad de oportunidades y la participación de todos.  Con ayuda de, entre otras cosas, medidas y estrategias afirmativas o positivas, esos planes deberían tener por finalidad crear las condiciones necesarias para que todos participaran efectivamente en el proceso de adopción de decisiones y ejercieran los derechos civiles, culturales, económicos, políticos y sociales en todas las esferas de la vida sobre la base de la no discriminación.  Más concretamente, la Conferencia Mundial instó a los Estados a que establezcan programas nacionales, con inclusión de medidas afirmativas o positivas, para promover el acceso de personas y grupos que sean o puedan ser víctimas de la discriminación racial a los servicios sociales básicos, incluidas la enseñanza primaria, la atención primaria de salud y la vivienda adecuada (párrafos 99 y 100). 

A fin de cumplir con el mandato indicado en la Resolución AG/RES. 1930 (XXXIII-O/03), la CIDH envió un cuestionario a los Estados y diferentes organizaciones de la sociedad civil donde requirió la siguiente información:


1.
Normativa constitucional, legislativa o de otra índole y/o directrices y pautas que rigen la adopción de políticas de promoción de la igualdad o de medidas antidiscriminatorias positivas, concebidas de conformidad con lo dispuesto en el artículo 1.4 de la Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial.

2.
Decisiones judiciales relativas a las políticas de promoción de la igualdad o de medidas antidiscriminatorias positivas, concebidas de conformidad con lo dispuesto en el artículo 1.4 de la Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial.

3.
Estudios relacionados con la adopción o implementación de la legislación y/o directrices y pautas que rigen las políticas de promoción de la igualdad o de medidas antidiscriminatorias positivas, concebidas de conformidad con lo dispuesto en el artículo 1.4 de la Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial.

4.
Organismos oficiales encargados del seguimiento de la implementación de la legislación y/o pautas y directrices que rigen las políticas de promoción de la igualdad o de medidas antidiscriminatorias positivas, concebidas de conformidad con lo dispuesto en el artículo 1.4 de la Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial.

5.
Cualquier otra información pertinente para la realización del estudio mencionado. 

La CIDH quisiera agradecer a los Gobiernos de Argentina, Belice, Brasil, Colombia, Ecuador, El Salvador y Uruguay que han respondido a dicho cuestionario.  Al mismo tiempo, la Comisión reitera la solicitud de información a los demás Estados.  La valiosa información que los Gobiernos puedan aportar a la CIDH iluminará su estudio sobre la materia.  Asimismo, la Comisión ha recibido respuestas de organizaciones no gubernamentales de Bolivia, Brasil, Estados Unidos, Jamaica, México, Paraguay, Perú y Uruguay. 
También la Comisión se ha dirigido a la Oficina del Alto Comisionado para los Derechos Humanos y al Relator Especial contra la Discriminación Racial, para solicitar información al respecto en el marco de las actividades de cooperación que mantiene la CIDH con ambos.  Finalmente, varias prestigiosas universidades han expresado su interés en la preparación de información para este estudio. 

Para completar el estudio la Comisión tendrá en cuenta su propia jurisprudencia y práctica,
/ particularmente su estudio “Consideraciones sobre la Compatibilidad de las Medidas de Acción Afirmativa Concebidas para Promover la Participación Política de la Mujer con los Principios de Igualdad y no discriminación” incluido en su Informe Anual correspondiente al año 1999.  En su último período de sesiones la Comisión Interamericana celebró dos audiencias sobre acciones afirmativas en las Américas donde recibió valiosa información que utilizará en este estudio.  En seguimiento de una de ellas, el Gobierno de los Estados Unidos presentó recientemente valiosa información por escrito.  También analizará la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, particularmente sus dos últimas opiniones consultivas denominadas “Condición Jurídica y Derechos Humanos del Niño” así como “Condición Jurídica y Derechos de los Migrantes Indocumentados” donde el tribunal desarrolla importante conceptos sobre los principios de igualdad y no discriminación.  Dentro del sistema interamericano, existen tratados que específicamente hacen referencia a los normas especiales tales como la Convención Interamericana para la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad.
/
Los documentos producidos en el marco de Naciones Unidas, tales como la Declaración Final y Programa de Acción de la Tercera Conferencia Mundial contra la Discriminación Racial, el Racismo, la Xenofobia y Formas Conexas de Intolerancia, Declaración de la Conferencia Regional Preparatoria para las Américas para la Conferencia Mundial contra el Racismo, la Discriminación Racial, la Xenofobia y las Formas Conexas de Intolerancia
/ los estudios preparados por el Relator Especial sobre el concepto y práctica de la acción afirmativa, así como el Relator Especial contra la Discriminación Racial así como los resultados del Taller Regional para la Adopción e Implementación de Medidas Afirmativas para Afrodescendientes de América Latina y el Caribe organizado por la Oficina del Alto Comisionado de Derechos Humanos de Naciones Unidas y el Ministerio de Relaciones Exteriores de Uruguay en el que un representante de la CIDH participó en calidad de expositor.  Finalmente, los análisis de los distintos Comités de Naciones Unidas, particularmente sus observaciones generales,
/ también serán un elemento de referencia valioso.

La Comisión espera tener una primera discusión sobre el contenido, estructura, enfoque y metodología de su estudio durante el próximo período ordinario de sesiones que comenzará el día 23 de febrero de 2004. 
Para concluir, la CIDH resalta que las sociedades de nuestros países representan una profunda amalgama de distintos orígenes y culturas.  Esa amalgama se logró pese a la disparidad de las condiciones en que los distintos contingentes tomaron parte en crear lo que es América, sea como pueblos aborígenes, como europeos colonizadores e inmigrantes trabajadores, o como africanos traídos y explotados como esclavos.  Esa combinación no fue siempre armónica, ni ha sido igualitaria.  Aún hoy persisten diferencias que distan de una igualdad mínima aceptable, y esas discriminaciones se traducen en muchos casos en pautas violatorias de los derechos humanos, especialmente a la igualdad, la no discriminación y el derecho a la dignidad.  El estudio pretenderá responder al desafío que la Asamblea nos ha otorgado, es decir tener una mejor comprensión de las políticas de promoción existentes en la región como forma de mejorar los esfuerzos para combatir la discriminación en sus diversas manifestaciones y promover sociedades más igualitarias.  La adopción de medidas de acción afirmativa, medidas especiales o políticas de promoción de la igualdad o de medidas antidiscriminatorias positivas indudablemente contribuyen a superar estas situaciones y la Comisión espera que su estudio sea un aporte más en esta empresa común. 
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�.	Corte Internacional de Justicia, Barcelona Traction, Light and Power Co., ICJ Reports 1970.


�.	Corte Internacional de Justicia, Legal Consequences for States of the Continued Presence of South Africa in Namibia (South West Africa) Notwithstanding Security Council Resolution 276 (1970), ICJ Reports 1970, 3 at 70.


�.	Corte Internacional de Justicia, Legality of the Threat or Use of Nuclear Weapons, 8 de Julio de 1996, para. 79.


�.	Corte I.D.H., El Derecho a la información sobre la asistencia consular en el marco de las garantías del debido proceso legal. Opinión Consultiva OC-16/99 de 1 de octubre de 1999, voto Concurrente del Juez Antônio A. Cançado Trindade, párr. 23.


�.	A/CONF.189/PC.2/7, 24 de abril de 2001.


�.	La Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL) concluyó que América Latina y el Caribe no logró mejorar su situación distributiva durante los años noventa, que el 10% de la población con mayores ingresos logró aumentar su participación en el ingreso total de la región y el 40% de los hogares más pobres fueron los más afectados por las crisis económicas de la región.  Para la CEPAL, América Latina se mantiene como la región más desigual del mundo en cuanto a ingresos.  CEPAL, Panorama Social de América Latina, 2000-2001, págs. 17 y sigs. y 67 y sigs.


	 


�.	CIDH, William Adrews contra Estados Unidos, Caso 11.139, Informe No. 57/96, 6 de diciembre de 1996, párr. 174, Informe No, 37/02, Petición 12.001, Simone André Diniz,  Brasil, 9 de octubre de 2002 (admisibilidad).


�.	Artículo I.2.b.


�.	A/CONF.189/PC.2/7, 	24 de abril de 2001.


�.	Ver a modo de ejemplo, Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales,  Observación General Nº 6, Los derechos económicos, sociales y culturales de las personas mayores, párr.10; Observación general Nº 13, El derecho a la educación (art. 13), párr. 32;  Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial, Recomendación general VIII relativa a la interpretación de los párrafos 1 y 4 del artículo 1 de la Convención; Recomendación general XIV relativa al párrafo 1 del artículo 1 de la Convención, párr. 2; Recomendación general XXVII relativa a la Discriminación de los Romaníes, párr. 28; Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer, Recomendación general Nº 5, Medidas Especiales Temporales; Recomendación general Nº 18, Mujeres Discapacitadas; Recomendación general Nº 23, Vida Política y Pública, párr. 15 y sigs.; Comité de Derechos Humanos,  Observación general Nº 18 - No Discriminación, párr. 10; Observación general Nº 28 - Artículo 3 (Igualdad de Derechos entre Hombres y Mujeres), párr. 3 y concordantes.
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